
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4°. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA LORENIA IVETH VALLES 

SAMPEDRO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

Lorenia Iveth Valles Sampedro, diputada federal de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, 

integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6, numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma 

el párrafo tercero del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con base en el 

siguiente 

Planteamiento del problema 

En el año 2011, el Constituyente Permanente aprobó la reforma constitucional para adicionar un párrafo al artículo 

4o. en el siguiente sentido: “Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. El 

Estado lo garantizará.” 

Esta reforma no incluyó la necesidad de expedir leyes concurrentes entre los distintos órdenes de gobierno para 

hacer efectivo la garantía de este derecho. 

Por ello, la presente iniciativa plantea subsanar esta omisión para que la nación pueda contar con una legislación 

que se aboque en establecer los mecanismos de exigibilidad de este derecho. 

Argumentación 

Como ya se señaló el artículo cuarto constitucional, establece el derecho humano a la alimentación. Asimismo, 

en el texto constitucional se señalan dos preceptos relacionados con la alimentación. El primero con relación a 

los indígenas en el Apartado B del artículo 2o. que se refiere a la obligación del Estado de “asegurar el acceso 

efectivo a los servicios de salud mediante la ampliación de la cobertura del sistema nacional, aprovechando 

debidamente la medicina tradicional, así como apoyar la nutrición de los indígenas mediante programas de 

alimentación, en especial para la población infantil.” 

El artículo 3o. constitucional recientemente reformado tiene dos aspectos relacionados con el tema alimentario: 

a) “Los planes y programas de estudio tendrán perspectiva de género y una orientación integral, por lo que se 

incluirá el conocimiento de las ciencias y humanidades: la enseñanza de las matemáticas, la lecto-escritura, la 

literacidad, la historia, la geografía, el civismo, la filosofía, la tecnología, la innovación, las lenguas indígenas 

de nuestro país, las lenguas extranjeras, la educación física, el deporte, las artes, en especial la música, la 

promoción de estilos de vida saludables, la educación sexual y reproductiva y el cuidado al medio ambiente, 

entre otras.” 

b) “En las escuelas de educación básica de alta marginación, se impulsarán acciones que mejoren las 

condiciones de vida de los educandos, con énfasis en las de carácter alimentario. Asimismo, se respaldará a 

estudiantes en vulnerabilidad social, mediante el establecimiento de políticas incluyentes y transversales.” 

De igual manera en el artículo 4o. en relación con los derechos de la niñez se establece que “en todas las decisiones 

y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de 

manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de 



 

 
 

alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el 

diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.” 

En consecuencia, una de las maneras para que el Estado pueda garantizar el derecho humano a la alimentación es 

mediante la expedición de una ley que, tal y como la Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronunció en una 

tesis aislada de 2018 que “el derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, es de carácter pleno y 

exigible, y no solo una garantía de acceso.”3 

De igual manera previamente en 2016 se pronunció en el siguiente sentido: 

“El derecho a la alimentación exige el establecimiento de tres niveles de protección, de los cuales cabe 

distinguir entre aquellas medidas de aplicación inmediata y las de cumplimiento progresivo. Las primeras 

exigen la observancia de las siguientes obligaciones a cargo del Estado: i) la de respetar, la cual requiere que 

los Estados no adopten medidas de ningún tipo que impidan o puedan impedir o limitar el acceso a una 

alimentación adecuada, incluyendo el establecimiento de normas que puedan considerarse discriminatorias; y 

ii) la de proteger, que implica la adopción de medidas que impidan que los particulares priven a las personas 

del acceso a una alimentación adecuada. Por otro lado, respecto a las medidas de cumplimiento progresivo, 

éstas conllevan el cumplimiento de: iii) la obligación de facilitar, la cual exige al Estado promover la creación 

de programas necesarios a fin de fortalecer el acceso a una alimentación adecuada, siempre que su capacidad 

económica lo permita.” 

Entonces ahora nos encontramos ante un enorme reto porque existe el interés de la presente Legislatura en la 

Cámara de Diputados de aprobar una nueva Ley en materia alimentaria que retoma la idea original propuesta 

desde el Frente Parlamentario contra el Hambre para que nuestro país pueda contar con una legislación que 

permita al Estado, es decir a los distintos órdenes de gobierno, propiciar una política pública que garantice el 

derecho que todas las personas tenemos a una alimentación adecuada. 

No obstante, es preciso mencionar que la Ley General de Salud entre 2015 y 2016 incluyó dentro de sus 

disposiciones aspectos sobre la alimentación adecuada que se desprenden del artículo 4º constitucional, en 

principio incluirlo dentro de los objetivos del Sistema Nacional de Salud; en el apartado sobre Educación para la 

salud; en las acciones sobre promoción de la salud, mientras que en 2019 se incluyó en los apartados sobre higiene 

escolar y en el capítulo sobre nutrición. 

Otro de los aspectos que debemos tomar en cuenta revisar minuciosamente la constitucionalidad para aprobar la 

ley en comento ya que no se hace mención de expedir leyes para hacer efectivo este derecho. Lo único que 

tenemos es la mención en el artículo 4o. constitucional de que el Estado garantizará este derecho. Esto nos lleva 

a interpretar que para que esto sea factible es necesario contar con leyes en la materia. Indiscutiblemente esta ley 

deberá fundamentarse de manera jurídicamente pulcra para evitar legislar en terrenos pantanosos, ya que la certeza 

jurídica resulta impostergable para su efectividad. 

Derivado de lo anterior, no resulta ocioso pensar en una adecuación constitucional que disipe la duda de expedir 

leyes concurrentes en la materia. 

Estoy consciente que existen mayores elementos que pueden garantizar una mejor redacción jurídica, con mayores 

elementos; además de enfrentarnos a dos crisis sin parangón: la sanitaria y la económica derivada de la pandemia 

y el desaceleramiento de la economía mundial. Ambas situaciones traen consigo una enorme desigualdad mucho 

mayor a la ya existente en detrimento de la población con mayor exposición social. La desigualdad que surge por 

razones alimentarias es un tema que no podemos soslayar. Legislar en materia constitucional resulta en una 

condición sine qua non para hacer efectivo el derecho a la alimentación adecuada. 



 

 
 

En virtud de lo anterior, existen suficientes razones para la presentación de esta iniciativa con proyecto de decreto 

por el que se considera elevar a rango constitucional la expedición de leyes que establezcan la concurrencia entre 

los distintos órdenes de gobierno en materia del derecho a la alimentación. 

En consecuencia, la suscrita somete a la consideración del pleno la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma el párrafo tercero del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 

Artículo Único.- Se reforma el tercer párrafo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos para quedar como sigue: 

Artículo 4o.- ... 

... 

Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo garantizara?. La ley 

que al efecto expida el Congreso de la Unión establecerá las competencias concurrentes entre los distintos 

órdenes de gobierno para garantizar el ejercicio efectivo de este derecho. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Transitorio 



 

 
 

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Palacio Legislativo, a 13 de abril de 2021. 

Diputada Lorenia Iveth Valles Sampedro (rúbrica) 

 

 


